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Por el Sr. Alcalde del Ayuntamiento de _____________________ se solicita informe jurídico 

a este Servicio de Asesoramiento Local en relación a una solicitud efectuada al Ayuntamiento por 

un particular para la concesión de una licencia de segregación de una finca rústica inferior a la 
unidad mínima de cultivo. 

 

En concreto, de los antecedentes que aporta el Ayuntamiento, se observa que el particular 

interesado solicita del Ayuntamiento en noviembre de 2013, licencia de segregación de una parcela 

catastral de 6,5965 hectáreas y que se trata de una finca de secano. 

 

El interesado indica que esta parcela catastral, en realidad se encuentra subdividida en dos 

subparcelas, una de 3,5965 hectáreas y otra de 3 hectáreas. Y que esa división se produjo a través de 

escritura de extinción de condominio suscrita ante Notario el 23 de febrero de 1979. Manifiesta que 

en aquella fecha no se solicitó licencia de segregación y por lo que se deduce de toda la 

documentación no se procedió a su inscripción registral. 

 

Años más tarde, en concreto, en julio del 2001, el interesado compra a sus propietarios, una 

de estas subparcelas, en concreto la de 3,5965 hectáreas. El negocio jurídico se efectúa mediante 

escritura pública de 19 de julio de 2001. 

 

Es en el momento actual cuando el interesado solicita la licencia de segregación de la parcela 
total de 6,5965 hectáreas, en dos parcelas, una de 3,5965 hectáreas y otra de 3 hectáreas. Es de 

suponer que lo solicita para proceder a su inscripción registral. 

 

Ante esta solicitud, el Ayuntamiento remite el expediente a la Diputación Provincial de 

Valladolid, para que sea emitido informe técnico previo a la concesión de la licencia de 

segregación. En este sentido, consta en el expediente informe técnico emitido por Arquitecto de esta 

Diputación donde se informa desfavorablemente la segregación solicitada por no cumplir con las 

unidades mínimas de cultivo establecidas en la Ley 19/1995. 

 

El Ayuntamiento requiere al particular para que le justifique si la finca pudiera ser de regadío 

puesto que si es de secano, no se puede conceder la licencia de segregación solicitada por no 

cumplir las fincas resultantes con la unidad mínima de cultivo y ante este requerimiento, el 

particular manifiesta que su petición de licencia de segregación se refiere a la fecha de la división, 

23 de febrero de 1979, fecha en la que estaba vigente la Orden de 27 de mayo de 1958, donde se 

exigía para este término municipal que las fincas resultantes tuvieran más de 2 hectáreas, y que no 

es de aplicación la Ley 19/1995 por haberse efectuado la división el 23 de febrero de 1979 en la 

escritura de extinción del condominio. 
 

En base a todo lo expuesto, solicita el Ayuntamiento a este Servicio de Asesoramiento que 

informe sobre los extremos alegados por el solicitante y en definitiva sobre la procedencia o no de 

la concesión de la licencia de segregación solicitada. 

 

La legislación aplicable a este supuesto es la Ley 19/1995 de 4 de julio, de modernización de 

las explotaciones agrarias, el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba 

el Texto Refundido de la Ley del Suelo (TRLS), la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de 
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Castilla y León (en adelante LUCYL) y el Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el 

Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (en adelante RUCYL) y el Código Civil. 

 

Por lo que respecta a las alegaciones del interesado, tenemos que  indicar que el 
Ayuntamiento no puede conceder una licencia de segregación solicitada en el momento actual en 

base a una normativa anterior, en concreto, en base a una normativa vigente en febrero de 1979, 

porque según establece el artículo 98 de la LUCYL, “Las licencias urbanísticas se otorgarán 

conforme a lo dispuesto en la legislación y en el planeamiento urbanístico vigentes en el momento 

de la resolución, siempre que ésta se produzca dentro del plazo reglamentariamente establecido”. 

 

Por tanto, desde el punto de vista administrativo, si el particular solicita en el momento actual 

una licencia de segregación, el Ayuntamiento tendrá que resolverla conforme a la legislación actual, 

tanto urbanística como agraria, y como hemos visto, esta segregación actualmente no es posible por 

no cumplir con la legislación sobre unidades mínimas de cultivo. 

 

Es decir, si el particular solicita en el momento actual la licencia de segregación ante el 

Ayuntamiento, es porque está entendiendo que el negocio jurídico de la división se está efectuando 

ahora, y por tanto, al Ayuntamiento no le queda más opción que aplicar la legislación actual 

contenida en la LUCYL y en la Ley 19/1995 de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones 

Agrarias, y por tanto, si se trata de un terreno de secano, denegar la licencia de segregación 

solicitada, por no cumplir con la superficie establecida para las unidades mínimas de cultivo. Y es 
que según la legislación urbanística vigente actualmente, toda segregación de terrenos precisa 

licencia urbanística, según el artículo 309 del RUCYL, y los Notarios y Registradores deben 

exigirla para autorizar e inscribir respectivamente escrituras de segregación, licencia que como 

hemos visto en este supuesto no puede ser concedida. 

 

No obstante lo anterior, desde este Servicio entendemos que cuestión distinta es este asunto 

desde el punto de vista civil, es decir que quizás cabría entender que la segregación ya está realizada 

desde el año 1979, con lo que no sería procedente solicitar una nueva licencia de segregación, y de 

lo que se trata actualmente es de la inscripción registral de una finca ya segregada con anterioridad. 

 

En este caso, habrá que determinar si es posible inscribir en el Registro de la Propiedad una 

finca segregada antes de que existiera la legislación actual sobre urbanismo y modernización de 

explotaciones agrarias, y será necesario determinar si una segregación que actualmente no cumple 

con las unidades mínimas de cultivo, pero cuyo negocio jurídico se hizo con anterioridad, puede 

acceder al Registro de la Propiedad. 

 

De la documentación aportada por el Ayuntamiento, se deduce que la división de la finca se 

hizo en 1979. Es decir, consta que el negocio jurídico se realizó en una fecha muy anterior a la 

actual que es cuando se pretende realizar la inscripción registral.  

 

En este sentido, el artículo 1.218 del Código Civil establece que “Los documentos públicos 

hacen prueba, aun contra tercero, del hecho que motiva su otorgamiento y de la fecha de éste”, por 

tanto, constando documento de división de fincas efectuadas ante Notario en 1979, este documento 

público acredita la fecha del negocio jurídico.  
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Por tanto, desde este Servicio entendemos que la segregación ya se realizó en el año 1979, y 

que actualmente el Ayuntamiento no tiene que otorgar ninguna licencia de segregación, máxime 

cuando con la legislación actual no es posible concederla. 

 

Lo que sería necesario determinar es si en esa fecha (1979) era necesaria alguna licencia para 

segregar fincas rústicas y por otro lado cuál era el régimen de las unidades mínimas de cultivo. 

Desde el punto de vista urbanístico habría que estudiar la legislación urbanística vigente en el 

momento, que era estatal (no existía legislación autonómica) y cuál era la legislación agraria 

vigente en el momento. 

 

No obstante, la determinación de qué normativa era aplicable en ese momento entendemos que 

es una tarea que no le corresponde efectuar al Ayuntamiento sino al Registro de la Propiedad. En 

este sentido, la Resolución de la Dirección General de los Registros y Notariado de fecha 19 de 

noviembre de 2004 establece que “…siendo como es el aprobado por Decreto Legislativo 1/2000, 

de 8 de mayo , del Gobierno de Canarias, un texto que refunde normas legales anteriores cabría, 

examinando las en él refundidas o las anteriores que éstas sustituyeron, comprobar si en aquella 

fecha ya regía la exigencia de licencia para la segregación cuya inscripción se ha rechazado. Pero 

la búsqueda de dicha norma y su invocación es tarea que corresponde al Registrador en cuanto 

sirva de fundamento jurídico a su calificación y garantía al interesado a la hora de poder 

impugnarla”. 

 

Aunque no le corresponde al Ayuntamiento determinar la legislación urbanística aplicable a 

una segregación efectuada en 1979 ni la superficie de las unidades mínimas de cultivo vigentes en 

esta fecha, vamos a tratar de delimitar, sin ánimo exhaustivo y sólo por si sirve de orientación en 

este asunto, el marco normativo que este Servicio entiende que estaba vigente en esa fecha por si 

sirve de utilidad para la inscripción registral de las fincas. 

 

Desde el punto de vista urbanístico, estaba en vigor el Real Decreto 1346/1976 de 9 de abril, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación Urbana, 

y el Real Decreto 2187/1978 de de 23 de junio, por el que se establece el Reglamento de disciplina 

urbanística. En ninguno de estos textos legales encontramos la obligatoriedad de solicitar licencia 

de segregación para parcelar fincas rústicas, licencia que sí era exigible para parcelaciones 

urbanísticas. 

 

Desconocemos si en esa fecha el Ayuntamiento de _____________________ disponía de 

planeamiento urbanístico que estableciera la obligación de solicitar licencia de segregación en suelo 

rústico. Esto sí que lo podría determinar el Ayuntamiento. 

 

Desde el punto de vista agrario, se encontraba en vigor el Decreto 118/1973 de 12 de enero por 
el que se aprueba el Texto de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, que en sus artículos 43 a 48, 

los dedicaba al régimen de las unidades mínimas de cultivo, aunque no establecía la superficie de 

las mismas. Por lo que respecta a la superficie, entendemos que estaba en vigor la Orden de 27 de 

mayo de 1958, y que según la STS de 10 de marzo de 1986, había que entenderla vigente mientras 

no se revisaran las allí fijadas o se fijaran por las Comunidades Autónomas, ya que no se encontraba 

esta Orden entre las disposiciones derogadas por la Ley de Desarrollo Agrario de 1973. Si es cierto, 

que esa Orden fijaba para el término municipal de _____________________ una superficie de las 
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unidades mínimas de cultivo de 2 hectáreas. No fue hasta el Decreto 76/1984 de 16 de agosto, 

cuando nuestra Comunidad Autónoma fijó la superficie de las unidades mínimas de cultivo para 

cada uno de los términos municipales de Castilla y León, y en concreto para 

_____________________ se fija en 8 hectáreas en secano y 3 hectáreas en regadío. 
 

Por lo que respecta a qué legislación hay que aplicar a las segregaciones realizadas con 

anterioridad a la legislación actual para proceder a su inscripción en el Registro de la Propiedad, 

resulta muy interesante la STSJ de Baleares (Sala de lo Contencioso Administrativo) de 1 de 

septiembre de 2000, que vamos a exponer a continuación por resultar aplicación en este asunto. 

 

La STSJ mencionada, indica que el régimen jurídico de las unidades mínimas de cultivo se 

encontraba en la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, cuyo texto fue aprobado por Decreto 

118/1973 de 12 de enero. Indica esta sentencia que el régimen se modificó fundamentalmente con la 

Ley 19/1995 al atribuir a las Comunidades Autónomas la determinación de la extensión de la 

unidad mínima de cultivo y al establecer la nulidad de los actos o negocios jurídicos en cuya virtud 

se produzca la división o segregación de una finca rústica cuando de lugar a parcelas inferiores a la 

unidad mínima de cultivo.  

 

La sentencia indica que”Pues bien, si la sujeción de las segregaciones realizadas con 

posterioridad a la Ley 19/1995 es clara, no lo es con respecto a las segregaciones practicadas con 

anterioridad a la misma, aunque accedan al Registro de la Propiedad con posterioridad”. 

 

Concretamente, continua manifestando que en la Ley 19/1995, “…no se establece Disposición 

Transitoria aplicable al caso, lo que determina la aplicación de lo indicado en el art. 2.3 del CC 

conforme al cual las leyes no tendrán efecto retroactivo si no disponen lo contrario”, y en 

consecuencia si la citada Ley 19/1995 tenía por objeto modificar el sistema de la Ley de 1973, es 

obvio que solo afecta a las segregaciones que se efectúen con posterioridad a su entrada en vigor, 

por lo que “no alcanza a la segregación practicada en 1989, la cual queda sujeta a la Ley de 1973 

que no prevé la sanción de invalidez para el caso de segregación que no respete la unidad mínima 

de cultivo”. 

 

Y así concluye que “Si la segregación y compraventa era válida al tiempo de efectuarse, 

ningún obstáculo ha de presentar su inscripción en el Registro ya que con independencia de que el 

Registrador interprete que el artículo 80 del RD 1093/1997 es aplicable a todas las segregaciones 

que al tiempo de la presentación a inscripción no respeten las unidades mínimas de cultivo (con 

independencia de la fecha en que dicha segregación se produjo), lo que es indiscutible es que la 

Conselleria de Agricultura no puede invalidar la segregación en base a una norma todavía no 

vigente al tiempo de efectuarse la transmisión”, y por tanto falla que resulta innecesaria la 

autorización de la Conselleria de Agricultura para efectuar la segregación ni procede que el 

Registrador de la Propiedad aplique el art. 80 del RD 1093/1997. 

 

Es importante matizar que esta Sentencia es de la Sala de lo Contencioso Administrativo, 

porque en este caso, lo que recurrió el particular fue la resolución de la Comunidad Autónoma que 

(en base a la petición que le hizo el Registrador de la Propiedad, para que el órgano competente en 

materia agraria, declarara la nulidad de la segregación efectuada o la existencia de las excepciones 

del artículo 24 de la Ley 19/1995), entendió que tal segregación era nula por ser inferior a la unidad 
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mínima de cultivo sin que concurrieran las excepciones, y es aquí donde el TSJ indica que no se 

puede aplicar a una segregación efectuada con anterioridad a la Ley 19/1995 la sanción de nulidad 

que no preveía la Ley de 1973. 

 

Desde el punto de vista civil, nos encontramos con que la Dirección General de Registros y 

Notariado, tiene una doctrina contradictoria. 

 

Existe una Resolución de 19 de noviembre de 2004 que se dicta para revocar la denegación de 

inscripción registral de una segregación de suelo rústico que se realizó en 1985 y que se presenta 

ante el Registro de la Propiedad en 2004, y que manifiesta, ante un asunto similar al que nos 

pregunta el Ayuntamiento que “ el principio de irretroactividad de las normas (cfr. Artículo 2.3 del 
Código Civil) y a falta de una disposición en contrario que no se invoca y que difícilmente podría 

existir, dada la naturaleza del supuesto, no cabe exigir que a un acto que consta fehacientemente 

(art. 1.218 del mismo Código) que ha tenido lugar el 10 de enero de 1985 se le aplique una 

exigencia contenida en una norma incorporada al Ordenamiento jurídico más de quince años 

después”. 

 

No obstante lo anterior, existe una Resolución posterior de la DGRN de fecha 27 de enero de 

2012 en la que se produce un cambio doctrinal con respecto a la anterior Resolución. En esta 

última, la DGRN parte del artículo 17.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo del 2008, que 

establece que “en la autorización de escrituras de segregación o división de fincas, los Notarios 

exigirán para su testimonio, la acreditación documental de la conformidad, aprobación o 

autorización administrativa a que esté sujeta, en su caso, la división o segregación conforme a la 

legislación que le sea aplicable. El cumplimiento de este requisito será exigido por los 

Registradores para practicar la correspondiente inscripción”. 

 

En aplicación de este artículo 17.2 del TRLS, la DGRN entiende que como la inscripción es 
un acto de carácter voluntario, y esto es lo que es determinante, porque es ahora cuando se pretende 

la inscripción de la segregación cuestionada, hay que respetar la normativa autonómica y la estatal 

del momento en el que se produce la inscripción registral, que “exigen indubitadamente, para el 

acto que nos ocupa, eminentemente de carácter registral, la existencia de una autorización que 

exceptúe la indivisibilidad de la finca en cuestión”.  

 

En consecuencia concluye que “ En definitiva, el principio de irretroactividad impera 

respecto de la legislación y la jurisprudencia, pero no respecto de la doctrina que las interpreta, y 

si bien las exigencias de los textos legales vigentes lo deben ser al tiempo del otorgamiento de la 

escritura, y la calificación del Registrador debe basarse en apreciar que el Notario ha exigido los 

controles administrativos vigentes en el momento de la autorización, si bien también para los actos 

puramente registrales, lo será respecto de los requisitos y autorizaciones exigibles en el momento 

de la presentación en el Registro”. 

 

De todo lo expuesto podemos extraer las siguientes conclusiones: 

 

1) Si el particular insiste en solicitar ante el Ayuntamiento la licencia de segregación en el 
momento actual, no cabe otra opción que entender que el negocio jurídico se pretende 

realizar en este momento, y por tanto el Ayuntamiento tendrá que aplicar el régimen jurídico 
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actual, y las exigencias y requisitos que con respecto a las unidades mínimas de cultivo 

establece la normativa actualmente en vigor, con lo que, y según indica el informe técnico 

procedería denegar la licencia de segregación solicitada. 

 
2) Si en cambio se entiende que el negocio jurídico de la segregación se efectuó con 

anterioridad, en concreto en 1979, como parece acreditarse por la existencia de un 

documento público firmado ante Notario, para proceder a su inscripción registral, este 

Servicio entiende que el particular debe dirigirse directamente al Registro de la Propiedad, 

ya que no le corresponde pronunciarse al Ayuntamiento sobre si en 1979 procedía o no la 

segregación, sino tal y como indica la Resolución de la DGRN de 19 de noviembre de 2004, 

“la búsqueda de dicha norma y su invocación es tarea que corresponde al Registrador en 

cuanto sirva de fundamento jurídico a su calificación y garantía al interesado a la hora de 

poder impugnarla”. Como mucho el Ayuntamiento podrá indicar si en esa fecha disponía de 

normativa municipal urbanística, pero no si existía legislación estatal urbanística o agraria 

que exigiera licencia. 

 

3) De denegar el Registro de la Propiedad la inscripción, siempre podría el particular recurrir 

tal calificación ante la DGRN. Si bien es cierto, tal y como hemos visto anteriormente, el 

criterio actual de la DGRN parece que llevaría a una desestimación y confirmación de la 

calificación del Registrador, por entender que en base al artículo 17.2 del TRLS es necesario 

respetar la normativa vigente en el momento de la inscripción registral, este Servicio 
entiende que podrían existir argumentos para que los interesados impugnaran la Resolución 

ante la jurisdicción civil puesto que el artículo 17.2 del TRLS exige que conste la 

autorización administrativa “conforme a la legislación que le sea aplicable”. Si se acredita 

que en 1979 no era necesaria licencia según la legislación aplicable en ese momento y que la 

división practicada cumplía con el régimen establecido para las unidades mínimas de 

cultivo, que según hemos indicado, se encontraban reguladas en una Orden de 1958, quizás 

podría prosperar la inscripción registral de estas fincas por entenderse que no hay que 

aplicar la legislación actual en el momento de la inscripción. 

 

4) En definitiva, el Ayuntamiento sólo puede conceder licencia de segregación conforme a la 

legislación actual tanto de urbanismo como en materia agraria, y actualmente no es posible 

la concesión de la licencia solicitada. La inscripción registral de una segregación efectuada 

con anterioridad se centra en una cuestión de índole civil que no le corresponde resolver al 

Ayuntamiento. De tal manera que si el Registro de la Propiedad denegara la inscripción,  

sería posible que el particular recurriera la calificación negativa ante la Dirección General de 

Registros y Notariado, y si no se está de acuerdo pues ante la jurisdicción civil. 

 
Valladolid a 17 de marzo de 2014. 

 

 


